SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°17
                        RADICACIÓN:660012204000 2016 00064 00

                                                           ACCIONANTE:GUSTAVO ALONSO AGUDELO L.  

                                                           HECHO SUPERADO Y TRATAMIENTO INTEGRAL

DERECHO A LA SALUD/ Hecho superado por el suministro del medicamento prescrito/ Tratamiento integral ante la necesidad de prestar el servicio de salud de forma continua 
“En esas condiciones, no puede negarse que razón le asistió al actor para instaurar la acción de tutela, no obstante, de acuerdo con lo manifestado por la Directora del Dispensario Médico 3029 en su respuesta, por parte de esta Sala se le informó al accionante que el medicamento había sido autorizado por el Comité Técnico Científico de esa entidad, y a la fecha se tiene conocimiento que ya le fue entregado en cantidad para un mes. 

(…) esta Corporación debe declarar la existencia de un hecho superado en lo atinente a ese punto (…) porque en ese sentido la posible vulneración de las garantías constitucionales invocada en razón de la omisión del Dispensario Médico tutelado, actualmente no se presenta.”
“(…)como quiera que en forma posterior el señor AGUDELO LONDOÑO puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la patología visual que dio origen a la presente acción (…) en especial porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, y acorde con lo solicitado por él en las pretensiones de la demanda, se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna (…) y en consecuencia se ordenará al Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” que le garantice la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la enfermedad puesta de presente en este trámite, aunque se trate de servicios excluidos del POS.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-727 de 2010 y T-384 de 2013.
                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (04) de abril de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación No. 273
                                                 Hora: 8:50 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano GUSTAVO ALONSO AGUDELO LONDOÑO contra el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social y a la vida digna.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que aporta el señor AGUDELO LONDOÑO se puede sintetizar así: (i) en mayo 12 de 2009 cuando se desempeñaba como soldado profesional adscrito al batallón Contraguerrilla N° 57, en una operación del servicio accionó una mina, la cual le causó múltiples heridas en el cuerpo, y la pérdida de la visión; (ii) desde ese momento le han practicado varias cirugías para la recuperación del ojo derecho,  acompañadas de procedimientos y medicamentos indispensables para el restablecimiento y estabilización de su función; (iii) en febrero 20 de 2016 la oftalmóloga le formuló el fármaco denominado “ciclosporina 0.05%, 1 gota cada 8 horas en ojo derecho, cantidad 3 cajas”, por considerar que la visión está disminuyendo, ya que pasó de 20/50 a 20/70; (iv) en febrero 24 de 2016 radicó en el Dispensario Médico 3029 la respectiva solicitud de autorización, pero hasta la fecha de elevar la presente acción no le había sido suministrado el citado medicamento; (v) siempre que requiere de algún servicio de salud el dispensario realiza un trámite lento y engorroso que interrumpe su tratamiento; (vi) lo que recibe como mesada pensional únicamente le alcanza para cubrir sus necesidades básicas y las de su grupo familiar, conformado por su esposa, sus dos hijos menores de edad, y su padre de 75 años; y (vii) lo requerido es indispensable para el restablecimiento de su salud visual, y la demora injustificada de la entidad para entregar los medicamentos ordenados vulnera sus derechos fundamentales, ya que está en riesgo de perder el único ojo que tiene y quedarse totalmente ciego.
Con fundamento en lo anterior solicita la protección de los derechos fundamentales a la seguridad social, a la salud y a la vida digna; y en consecuencia, se ordene la entrega en forma inmediata del fármaco citado en la cantidad y periodicidad establecida por su médico tratante. Así mismo, le sea brindado un tratamiento integral para la patología que actualmente padece “rechazo corneal por segundo trasplante en ojo derecho”, 
3.- CONTESTACIÓN

3.1.- El despacho corrió a las accionadas las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:

La Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de esta ciudad indicó que el Comité Técnico Científico de esa dependencia autorizó la entrega del medicamento denominado “CICLOSPORINA 0.05%” requerido por el accionante, y por tanto pide que por parte de esta Sala se le informe a éste que puede acercarse a la droguería de ese establecimiento para el suministro del mismo.
Señala que el actor no se encuentra frente a un perjuicio irremediable por causa de ese dispensario, lo que de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 del Decreto 2591/91 hace improcedente el amparo, y además de ello esa entidad no ha incurrido en ningún tipo de acción o vulneración que afecte o transgreda los derechos fundamentales invocados; por tanto, pide desestimar las pretensiones del accionante en contra de esa dependencia y desvincularla del trámite.

-El Director General de Sanidad del Ejército precisó que si bien es cierto ese ente es el superior del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, de acuerdo con la delegación efectuada, la descentralización territorial que maneja el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, la Ley 352/97 y la orden administrativa 001 de enero de 2016, es a éste último al que le asiste la responsabilidad de llevar a cabo los trámites en el asunto, propender por la asignación de citas, procedimientos, entrega de medicamentos o remisiones, y por ello tiene el compromiso de ejecutar el servicio y brindarlo integralmente al señor GUSTAVO ALONSO, a quien en su calidad de afiliado le asiste el derecho de continuar con la atención médico asistencial respecto de las patologías que presenta, por lo que solicita la vinculación de esa dependencia.
Esa dirección como instancia administrativa no ha transgredido los derechos del accionante, ya que hasta el momento no se ha requerido su actuación ni se ha puesto en su conocimiento la situación, y tampoco se han efectuado remisiones médicas para atender el procedimiento y apoyo que corresponde.

Itera que la responsabilidad es del Dispensario en mención, en virtud de la asignación presupuestal y observancia de los protocolos, y por ello pide que la acción se declare improcedente frente a esa entidad o se desvincule debido a la ausencia de vulneración de los derechos reclamados.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el caso puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales del accionante, y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo a lo consignado en la tutela, la solicitud de amparo se instauró con el propósito de obtener la protección de las garantías constitucionales del señor GUSTAVO ALONSO AGUDELO LONDOÑO, quien perdió su visión cuando activó una mina en el desarrollo de sus labores como soldado, y a consecuencia de ello ha estado sometido a tratamiento para recuperar la visión de su ojo derecho, dentro del cual le han realizado dos trasplantes de córnea; no obstante, actualmente tiene diagnóstico de “rechazo corneal” y disminución de la visión, razón por la que la especialista en oftalmología le ordenó el medicamento denominado “CICLOSPORINA 0,005%”.
El señor AGUDELO LONDOÑO se encuentra pensionado por el Ejército Nacional y recibe atención en el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de esta ciudad, dependencia en la cual procuró obtener la autorización del fármaco que le fue prescrito por la galena tratante desde febrero 24 de 2016, pero hasta el momento de presentar la acción de tutela el mismo no había sido autorizado ni entregado, pese a que lo requería de manera urgente para mejorar y preservar la visión en el único ojo que tiene, lo que constituye una dilación injustificada que da al traste con la prestación del derecho fundamental a la salud y afecta también su vida digna. Al respecto la Guardiana de la Constitución ha reiterado: 

“[…] Para la Corte la prestación efectiva de los servicios de salud incluye el que se presten de forma oportuna, a partir del momento en que un médico tratante determina que se requiere un medicamento o procedimiento. Las dilaciones injustificadas, es decir, aquellos trámites que se imponen al usuario que no hacen parte del proceso regular que se debe surtir para acceder al servicio, y que además, en muchos casos, se originan cuando la entidad responsable traslada el cumplimiento de un deber legal al paciente, lleva a que la salud del interesado se deteriore, lo que se traduce en una violación autónoma del derecho a la salud.

3.5. Aunado a lo anterior, también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud”. 
 
En esas condiciones, no puede negarse que razón le asistió al actor para instaurar la acción de tutela, no obstante, de acuerdo con lo manifestado por la Directora del Dispensario Médico 3029 en su respuesta, por parte de esta Sala se le informó al accionante que el medicamento había sido autorizado por el Comité Técnico Científico de esa entidad, y a la fecha se tiene conocimiento que ya le fue entregado en cantidad para un mes
. 
A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que en el presente caso esta Corporación debe declarar la existencia de un hecho superado en lo atinente a ese punto al haberse hecho entrega del fármaco solicitado, porque en ese sentido la posible vulneración de las garantías constitucionales invocada en razón de la omisión del Dispensario Médico tutelado, actualmente no se presenta.
Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:

“1. Concepto de hecho superado. Reiteración de jurisprudencia.
 
La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.
 

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

No obstante, como quiera que en forma posterior el señor AGUDELO LONDOÑO puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la patología visual que dio origen a la presente acción, de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, en especial porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, y acorde con lo solicitado por él en las pretensiones de la demanda, se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de los que es titular el señor GUSTAVO ALONSO AGUDELO LONDOÑO, y en consecuencia se ordenará al Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” que  le garantice la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la enfermedad puesta de presente en este trámite, aunque se trate de servicios excluidos del POS.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: PRIMERO: SE DECLARA UN HECHO SUPERADO en lo atinente a la autorización y suministro del medicamento denominado “CICLOSPORINA 0,005%”.
SEGUNDO: SE TUTELAN los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de los es titular el ciudadano GUSTAVO ALONSO AGUDELO LONDOÑO.
TERCERO: SE ORDENA a la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo”, que de manera ágil, oportuna y eficaz, le preste al señor AGUDELO LONDOÑO el tratamiento integral que requiera en relación con la enfermedad puesta de presente en este trámite, aunque se trate de servicios excluidos del POS.

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� T-384 de 2013.


� Ver folios 21 y 24 C.O.


� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.
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